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ASUNTO

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la representante de la Fiscalía como sujeto procesal legitimado para ello, en contra de la decisión proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante la cual no decretó la preclusión solicitada por el órgano de la investigación penal.
ANTECEDENTES

Los hechos generantes del debate jurídico que aquí se suscita acaecieron el 24 de enero de 2009 aproximadamente a las 4:00 de la madrugada, en la variante que de Santa Rosa de Cabal conduce a Chinchiná en el sector del peaje Tarapacá II, cuando el ciudadano Julio César Parra Castaño conducía el tractocamión de placas SQK 470, el cual al parecer presentó fallas en el sistema de frenos, y al realizar una maniobra para evitar colisionar con los vehículos que se encontraban estacionados a la orilla de la carretera metros más adelante de la caseta del peaje, se desprendió el contenedor del automotor en el que era transportado, el cual impactó el camión donde se encontraba descansando Jorge Enrique Erazo Villa, y a consecuencia de ello sufrió varias lesiones que generaron su deceso.

La señora fiscal solicitó la preclusión de la investigación ante el Juzgado de instancia argumentando que la acción del conductor no puede calificarse de imprudente, negligente o violatoria del deber del cuidado, porque de acuerdo con los elementos materiales probatorios recaudados, en especial el dictamen rendido por el ingeniero industrial que gerencia la Sociedad Kenworth, el accidente se presentó por fallas en los frenos, de manera que en tales condiciones nadie está obligado a prever o evitar lo que escapa al normal ejercicio de sus facultades físicas y mentales, al resultar el riesgo imprevisible o inevitable y en esa medida no puede existir culpa, toda vez que se trata de un caso fortuito, lo cual fue coadyuvado por la defensa.
El señor Juez despachó desfavorablemente la petición presentada por la titular de la acción penal, porque según su criterio, existen dudas que no le fue posible resolver, entre ellas, si el vehículo se encontraba con sobrecarga, los mantenimientos efectuados al rodante y la frecuencia con la que se hacían, la velocidad a la que éste se desplazaba en el momento de los hechos, las cuales no permiten determinar que la falla en el sistema de frenos y la imposibilidad de parar el automotor sea un caso fortuito, ni que el indiciado observó toda la diligencia y cuidado que requiere una actividad tan peligrosa como la conducción de una tractomula.
IMPUGNACIÓN

La Fiscal Delegada – recurrente – 

Luego de un recuento de los hechos, da lectura al experticio realizado sobre el automotor por un especialista en reparación de vehículos pesados, con base en el cual concluyó que tanto el tráiler como el cabezote o tractomula se encontraban en óptimas condiciones para activar el procedimiento mecánico de frenado, que lo presentado fue una falla en el sistema neumático (aire de los frenos) y cuando ocurre este tipo de anomalías el sistema eléctrico no es suficiente para detener el automotor. Igualmente descartó la ruptura del sistema que asegura el trompo del contenedor por sobrecarga, porque el peso no superaba el 50% de su capacidad máxima y por tanto su rompimiento se generó por la maniobra de giro y el movimiento forzado al salirse del carril.

Agregó que en entrevista al ingeniero que revisó el rodante, dicho profesional manifestó que lo ocurrido fue un caso fortuito, toda vez que el conductor tiene una experiencia de cinco años  en la conducción de tractocamiones, lo cual permite descartar la falta de pericia.  

Menciona de  igual forma que en la vía en la que acaecieron los hechos se han presentado diversos accidentes por idénticas causas, por lo que las autoridades competentes optaron por poner varios reductores de velocidad e incluso la vía fue cerrada para los vehículos pesados después de este accidente, de manera que los tractocamiones tienen que tomar la ruta antigua. Manifiesta que solicitó antes de pedir la preclusión copia de la última factura de 8 de noviembre de 2008, referente al cambio de casi todos los repuestos del sistema de frenos.

Indica que la víctima o su representante podían intervenir en el recaudo probatorio para que se realizara la imputación pero no se aportó por parte de ésta ningún elemento. Igualmente asegura que no existe posibilidad de establecer en este momento si el conductor excedió los límites se velocidad, por lo que solicita se revoque el auto recurrido, toda vez que en su sentir el mencionado no violó el deber de cuidado impuesto por las normas que regulan el tráfico automotor, en consecuencia la conducta es atípica.
El representante de la víctima – no recurrente - 

Expuso que los argumentos presentados por la Fiscalía para que se beneficie el indiciado se han convertido en la mejor defensa para éste. Respecto al peritaje realizado al vehículo que determinó ausencia de sobrecarga, refiere que el mismo fue efectuado en Santa Rosa de Cabal cuando ya estaba descargado.

Manifiesta que la investigación no ha sido seria, pues sólo se cuenta con la pericia realizada al vehículo y no existe ningún elemento que permita concluir que la experiencia de cinco años aludida por el conductor es garantía de no existir una falla humana; muestra su desacuerdo con la preclusión de la investigación, y con mayor razón cuando se le está echando la culpa al representante de la víctima por no haber indagado acerca de en cual de las modalidades de la culpa pudo  haber incurrido el judicializado, cuando es obligación de la Fiscalía hacer una investigación más exhaustiva.
El defensor – no recurrente - 

Expone que la situación presentada obedeció a un  caso fortuito, cuyo concepto da ampliamente, también menciona los elementos y  requisitos para que este se presente, luego de lo cual itera que de conformidad con el experticio practicado al automotor se descartó que la falla mecánica se hubiese presentado por falta de mantenimiento, pues tal como su representado lo manifestó en la versión aportando los documentos que así los soportan, el vehículo recibía asistencia técnica en la casa Kenworth de la Montaña, lo cual sirvió también como fundamentó de la solicitud de preclusión.
Señala que acorde con la doctrina tradicional la conducta estuvo conforme a derecho, toda vez que se demostró pericia, prudencia y conocimiento por parte de su prohijado y que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en pronunciamiento del 24 de agosto de 2009, ha reconocido la existencia de una fuerza extraña, culpa de la víctima o actividad de un tercero.
En lo atinente a lo manifestado por el fallador de primer grado acerca de la velocidad y carga del vehículo, considera que dichas aseveraciones fueron refutadas  por la Fiscalía y precisa que la tractomula no colisionó con los vehículos mal estacionados, sino que evitó la colisión y en la maniobra realizada para ello, se desprendió el contenedor que finalmente afectó el camión en el que se encontraba la víctima, por tanto solicita que se revoque la decisión apelada  y se acceda a la preclusión invocada por el ente fiscal.
CONSIDERACIONES:
Competencia:
La Sala se encuentra habilitada para conocer y decidir sobre el recurso materia del presente análisis, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial que determinan la competencia, y de lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, la cual gobierna el desarrollo de este trámite procesal.

Problema jurídico:
Se contrae a establecer por parte de la Corporación, si la determinación proferida  por el Juzgado de instancia se encuentra ajustada a derecho, en tanto no se dispuso la preclusión de la investigación al no hallar configurada una causal de ausencia de responsabilidad, de manera que de ser así la decisión atacada será confirmada, en su defecto habrá lugar a su abrogación y consecuencialmente a poner fin a la actuación.
SOLUCIÓN
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 331 de la Ley 906 de 2004, el fiscal puede solicitar en cualquier momento al Juez de conocimiento, si no existe mérito para acusar, la preclusión de la actuación, cuyas causales se encuentran previstas en la norma 332 de la misma codificación, dentro de las cuales se hallan las circunstancias de ausencia de responsabilidad a que se contrae el artículo 32 del estatuto punitivo.
El caso fortuito invocado por la titular de la acción penal, ha sido tenido por la ley como equivalente a la fuerza mayor en el Código Civil el cual lo define de la siguiente manera:
“Fuerza mayor o caso fortuito. Se llama fuerza mayor o caso fortuito el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.”.
 
Trátase en consecuencia, de un acaecimiento que es ajeno a la mano o a la voluntad o querer del hombre y que, en todo caso, tiene que ser imprevisible o que, aunque siendo previsible, resulta irresistible o inevitable. 
La doctrina expresa sobre el particular:
“El caso fortuito y la fuerza mayor es la ocurrencia de un hecho imprevisible o inevitable para el hombre y que determina la realización de un acto típico y antijurídico… se trata de una circunstancia reductora de la autodeterminación que por lo imprevisible o inevitable escapa al control de la voluntad, de tal suerte que el hombre no ha tenido el dominio de la situación y en tal virtud no es posible atribuirlo como propio de la persona”.

El instituto jurídico de la culpa ha sido materia de múltiples conceptos y definiciones por parte de la jurisprudencia y de la doctrina, de manera que sus elementos estructurales han sido también establecidos sin dubitación alguna por el legislador en su tarea creadora de los tipos penales. 
Se ha entendido por culpa -con Reyes Echandía, entre otros-, la actitud consciente de la voluntad que determina la verificación de una conducta típica y antijurídica por omisión en el deber de cuidado que le era exigible al actor de acuerdo con sus condiciones personales y las circunstancias en que actuó.
La jurisprudencia tiene sentado que:

“… ese deber de cuidado ha de referirse a una persona determinada en una situación específica, que ha de obrar con las precauciones que ha podido y debido emplear para evitar la producción de un resultado que afecte bienes jurídicamente amparados  (…)”.

Según el artículo 23 del estatuto sustantivo penal, la conducta se dice culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo, mandato que, según enseña el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria. “… obliga al fallador a establecer de manera concreta el contexto dentro del cual se desarrollaron los acontecimientos y mediante un proceso valorativo ex ante y ex post, determinar si ese comportamiento puede ser imputado a la procesada”.

El hombre -señala la doctrina- “(…) puede dirigir su voluntad hacía la ejecución de un evento no prohibido por la ley penal -atípico-, o no punible, como sería el caso de quien viaja rápido, prueba puntería, demuestra su destreza con un arma, juega, cura, compite, practica una intervención de cirugía, etc., pero al ejecutar los movimientos propios de la acción concreta, los realiza sin guardar el debido cuidado o prudencia y causa un resultado típico que nunca quiso ni buscó o se propuso, pero que era previsible y evitable de haber observado el cuidado exigible
. En tal caso denominamos ‘culposa’ la aplicación de la voluntad dirigida a un resultado típico. Ello pone de manifiesto que en la llamada ‘acción culposa’ también existe una voluntad pero la cual no está dirigida  al evento prohibido o típico, sino a la ejecución de un resultado atípico,  no prohibido y generalmente lícito (…)”.

La doctrina ha establecido desde tiempos seculares, como generadores de la culpa la impericia, la negligencia y la imprudencia dentro de la cual se incluye la violación de normas legales o reglamentarias, y consiste en la falta de cuidado o de la cautela que se debe tener cuando se realizan actividades que a pesar de ser peligrosas, están sin embargo legalmente autorizadas porque con ellas se prestan bienes y servicios importantes, y/o se contribuye en gran medida al desarrollo de la sociedad. 
La impericia tiene que ver con la falta de capacidad o aptitud para llevar a cabo alguna actividad, en tanto que la negligencia implica desidia, pereza, descuido, etc. Sin embargo, para que la conducta se repute culposa, no es suficiente con incurrir en cualquiera de los generantes de la culpa, sino que además es necesario que en virtud de esa conducta se produzca un daño a determinado bien jurídico y que exista un nexo causal entre el comportamiento y el resultado dañoso.

Para invocar una causal excluyente de culpabilidad con fundamento en el caso fortuito, según el esquema causalista, necesariamente hay que partir de la existencia de una conducta típica y antijurídica, lo cual aquí no se presta a discusión, toda vez que el bien jurídico de la vida de Jorge Enrique Erazo Villa resultó vulnerado en cuanto éste dejó de existir a consecuencia de las heridas que sufrió en el momento en que el vehículo en el cual se encontraba, fue impactado por el contenedor que se desprendió del tracto-camión conducido por Parra Castaño.
Para que tenga prosperidad el planteamiento de la  causal de ausencia de culpabilidad, es necesario que se encuentre suficientemente demostrado que el agente no incurrió en alguna de las hipótesis que configuran la culpa, situación que no ha sido acreditada hasta ahora y, por tanto no es viable acceder a la petición impetrada por la fiscalía.
Pese a que la representante del ente Fiscal aportó un experticio realizado por un especialista en reparación de vehículos pesados, una vez revisado el mismo, esta Colegiatura concluye que quien lo suscribe funge como gerente de una Agencia de la empresa Kenworth de la Montaña, en la cual se realizaron las últimas revisiones técnico mecánicas al tractocamión que conducía el incriminado el día de los acontecimientos, circunstancia que muy seguramente impidió al perito rendir el experticio con la objetividad que se requería.
La carga probatoria aducida, no permite demostrar que al vehículo se le hayan efectuado las revisiones técnico mecánicas regulares acordes con su rodamiento, pues la última que se le había realizado, según los documentos que se encuentran en poder del ente acusador, tuvo lugar dos meses antes de la ocurrencia del siniestro y al parecer sólo en esa ocasión se había reparado el sistema de frenos, además no se determinó la cantidad de kilómetros recorridos en ese interregno, y las reglas de la experiencia enseñan que a este tipo de automotores se les somete a extensas jornadas.
Por tanto debe establecerse con qué periodicidad esa máquina estaba siendo sometida a mantenimiento, lo cual hasta el momento no se encuentra establecido, máxime que quien llevó a cabo la pericia nada dijo al respecto y si bien en la entrevista hizo un lacónico pronunciamiento sobre el tema, el mismo no quedó clarificado.
Adicionalmente, en lo que atañe a la experiencia del indiciado en el manejo de este tipo de automotores, el referido manifestó que tal actividad la ha desplegado por espacio de cinco años, lo cual tampoco está acreditado, toda vez que no existe dentro del expediente ningún elemento material de prueba que así lo indique, e inclusive cuando se le pregunta en qué empresas ha trabajado manifestó que siempre lo ha hecho con particulares sin mencionar ningún empleador.

Aunado a lo anterior, se infiere de su interrogatorio que él no tiene vinculación con la entidad a la cual está afiliada la máquina que accionaba el día de los hechos, pues confesó que únicamente hizo ese recorrido y el vehículo lo recibió dos días antes, razón obvia por la que desconocía la fecha en que se realizó el último mantenimiento a la tractomula, de todo lo cual se desprende que el señor Parra Castaño no estaba familiarizado con dicho automotor y esa circunstancia pudo haber influido para no sortear con éxito la situación presentada.

Se tiene entonces que son muchos los interrogantes que se presentan, los cuales indican que es necesario realizar una investigación más exhaustiva por parte de la Fiscalía, en aras de acreditar o desvirtuar la responsabilidad del imputado Parra Castaño.
En virtud de lo anterior, debe precisar  el Tribunal que de acuerdo con los elementos materiales probatorios hasta ahora obrantes en el encuadernamiento, no resulta procedente por el momento acceder a la petición de la Fiscalía en el sentido de precluir la instrucción, toda vez que los medios de conocimiento no son suficientes para acreditar que la conducta de Parra Castaño estuvo amparada por una de las causales excluyentes de responsabilidad, por lo que sin tal certeza la decisión recurrida deberá ser ratificada.

Por lo anteriormente expuesto, la Sala de Decisión Penal, del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

 Confirmar la providencia de origen, fecha y contenido relacionados en precedencia.

Este proveído queda notificado en estrados y contra el mismo no procede recurso alguno.

Cópiese, comuníquese y cúmplase.

LEONEL ROGELES MORENO


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado



 
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
       MARIA EUCARIS PARRA JARAMILLO
Magistrado

                           Secretaria
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